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PRÓLOGO


“La narcofinanciación de la política. Una comparación entre Colombia, México y Brasil”, obra de la profesora brasileña Ana Claudia Santano, describe y analiza la tragedia de la narcofinanciación de la política en las tres democracias más populosas de América Latina, teniendo presente, como advierte la autora, que no se puede generalizar, pues hay factores similares y otros que son específicos para cada país. Así, aun cuando se trata del estudio de un fenómeno común a la región, no puede pasarse por alto que en cada lugar la penetración de la política por el narcotráfico obedece a un clima cultural y un orden institucional propios.


Ana Claudia Santano ha elegido como punto de partida la regulación de la financiación de la política, quizá el problema más desafiante que enfrentan las democracias contemporáneas, aun cuando escasamente estudiado desde una perspectiva comparativa. A partir de esta entrada temática la investigación se enfoca en la amenaza que, para las democracias latinoamericanas supone la penetración de los dineros ilícitos derivados del narcotráfico en las organizaciones políticas y en las instituciones electorales.


Presenta la autora un formidable tríptico socio jurídico que indaga implacablemente sobre las modalidades de la injerencia del crimen organizado en los tres sistemas políticos; interroga sobre las particulares causas sociales, culturales y estructurales de esta patología; explora las debilidades y fortalezas institucionales de cada uno de los países estudiados; identifica la persistencia de incentivos a la financiación ilícita de la actividad política a pesar de reiteradas reformas de contenido electoral y penal; y, en fin, disecciona las estrategias de disuasión ensayadas tanto en Colombia como en México y Brasil, para desincentivar la infiltración de recursos de narcofinanciación en las campañas y los partidos políticos.


Los tres países elegidos como escenario de la investigación son ostensiblemente diferentes. Sus culturas e instituciones, arraigadas y autóctonas, obedecen a trayectorias históricas, políticas y jurídicas muy suyas, que les confieren identidad inconfundible. No siendo fácil, por tanto, intentar una comparación a tres columnas de Colombia, México y Brasil, como en forma resuelta y airosa lo ha hecho la doctora Santano, es un esfuerzo que por sus excelentes frutos merece el aplauso de los estudiosos y los lectores en general, como en su oportunidad se lo dispensó entusiasta el jurado de profesores que examinó esta, su tesis posdoctoral.


A pesar de las diferencias, los tres países seleccionados coinciden en padecer las acometidas del narcotráfico en su mayor intensidad a nivel continental, adversidad que los hermana en la adopción de medidas jurídicas y políticas públicas afines inspiradas en el propósito y, necesidad común de proteger sus democracias. De todo ello da fe esta obra, que por su particular enfoque resulta ser reveladora gracias a la visión conjunta de los tres casos, analizados sus sistemas políticos, sus tres modelos de financiación de la actividad política, y sus estrategias disuasivas o de lucha contra la injerencia del narcotráfico en la vida política.


La autora no se contentó con realizar un estudio comparativo simplemente jurídico, como normalmente podría esperarse de su formación profesional, y por el contrario decidió que, aparte el estudio de las instituciones y las normas, el análisis económico del derecho fuera también un componente destacado de su trabajo. Adicionalmente se empeñó en una indagación, detectivesca por momentos, de realidades no siempre evidentes, debido a la clandestinidad en que habitualmente transcurre la financiación ilícita de candidatos, partidos y campañas.


Al justificar la aplicación del análisis económico del derecho a su trabajo, Ana Claudia Santano explica que la financiación de la política está determinada por dos aspectos problemáticos: el contexto de desigualdad económica entre los actores electorales, que riñe con el principio de igualdad, y la competencia de dichos actores por fuentes de financiación que se ofrecen bajo distintas condiciones en un escenario subrepticio e informal de oferta y demanda. Este contexto, agrega, “genera un nítido escenario económico, donde hay la demanda por recursos económicos que son necesarios para ganar elecciones, y también hay la oferta, que puede ser escasa dentro del marco jurídico por muchas razones, y puede ser más accesible fuera de los controles legales. Es aquí donde se ubican los recursos del crimen organizado que pueden infiltrarse en las campañas y en los partidos.”


La obra se impone como objetivos explícitos: i) suministrar elementos conceptuales y metodológicos a un debate que presenta distintos grados de desarrollo en los países latinoamericanos; ii) organizar información actualizada sobre instituciones y normas que pueden ser útiles para introducir medidas que ayuden a combatir eficazmente el problema en el continente; iii) ofrecer un análisis económico de las normas de financiación de la política que oriente el diagnóstico de problemas y el diseño de mejores soluciones; iv) insistir en que el combate a la infiltración de dinero narco en la política no pasa solamente por el campo de las reformas legales, pues requiere también de medidas de orden social, político y cultural.


Inicialmente explica la autora que, con el propósito de concretar estos objetivos, eligió cinco variantes para el análisis económico de los sistemas de financiación política, a saber: (i) el modelo de financiación privada, que incluye las fuentes permitidas y sus límites; (ii) el modelo de financiación pública, que trae los criterios de acceso y de reparto de los recursos públicos; (iii) la política de gastos ordinarios y electorales en periodos de campaña; (iv) el control de ingresos y gastos de partidos y de candidatos, que incluye el régimen de sanciones; (v) el formato de las autoridades electorales para realizar la labor de fiscalización de la financiación de la política.


El capítulo inicial describe los nexos concretos existentes entre narcotráfico y sistema político en Colombia, México y Brasil, cuestión que ilustra con abundante información documentada y que sirve para determinar los elementos conceptuales a partir de los cuales se realizará una comparación, así como para evaluar la magnitud del problema. Dichos elementos conceptuales son: corrupción política; financiación ilegal de la política y narcofinanciación; crimen organizado en la política y estrategias del narcotráfico para infiltrarse en la política.


Siendo muy grave el problema de la narcofinanciación de la política, como bien se sabe, resulta ser aún peor de lo que generalmente se supone, a juzgar por los impresionantes datos reunidos en la investigación, los cuales llevan a concluir que la narcofinanciación de la política es un hecho consolidado en la región. Queda demostrado para el lector que los candidatos declaran a la autoridad electoral tan solo una parte mínima de los gastos realizados en las campañas, que son clamorosamente ineficaces los controles estatales y que la legislación electoral se viola impunemente en todas partes. Es igualmente evidente que la información oficial sobre gastos no corresponde a la realidad, y que en su mayor proporción la actividad política no está financiada por el Estado ni por aportantes legítimos, sino por patrocinadores que actúan al margen de la ley. A falta de estadísticas en relación con este último punto, que son inexistentes e imposibles de recaudar, no es necesario forzar demasiado la imaginación para inferir que en la financiación ilícita de la política pesan mucho los recursos provenientes del narcotráfico. Todo ello a pesar de los ingentes esfuerzos legislativos que, especialmente México y Colombia, han adelantado para reprimir el fenómeno, según indica la investigación.


Prosigue la obra de la doctora Santano con la identificación de los incentivos que, como resultado de una imperfecta legislación, han inducido el ingreso de recursos producto del narcotráfico en las campañas electorales y en los partidos políticos. Los traficantes han descubierto que invertir en la política es el medio más idóneo para proteger su negocio, pues al convertir a los elegidos en el brazo político del narcotráfico pueden debilitar la capacidad del Estado para reprimir el crimen, capturar los órganos de control e introducir políticas y reformas legales que favorezcan sus intereses.


Señala certeramente la autora que la corrupción de los agentes políticos encuentra poderoso estímulo en la falta de transparencia, la no publicación de los datos internos de sus finanzas y la correspondiente ausencia de sanciones. A lo cual agrega: “Lo que se debe considerar también es que el sistema de sanciones es la última pieza de una larga cadena, porque si la verificación, comprobación y enjuiciamiento de las irregularidades no son eficaces, las penas serán igualmente inadecuadas.”


Al comparar los modelos de financiación política diseñados en los tres estados, la obra indica que el colombiano se inclina hacia la financiación privada, el mexicano por el contrario prefiere la financiación pública y el brasileño está evolucionando de un esquema de financiación privada hacia uno que enfatiza la de origen público. Los tres sistemas, sin embargo adolecen de falta de transparencia. En particular el colombiano es muy débil en el control estatal, debido al origen político partidista de los miembros del Consejo Nacional Electoral. El modelo mexicano se resiente también de evidentes señales de infiltración de dineros oscuros en la política, acompañadas de una “falta de sintonía” entre el Instituto Nacional Electoral y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que podría facilitar la impunidad de quienes se aventuren a violar las leyes electorales. Al modelo brasileño la autora le señala insuficiente capacitación de los funcionarios pertenecientes a la Justicia Electoral, la consiguiente debilidad en el ejercicio del control y la acumulación de funciones administrativas y judiciales, que no se presenta en Colombia ni en México, y que ha sido muy criticada.


Luego de registrar las deficiencias de los modelos de financiación y de los correspondientes controles, la obra pasa a describir las estrategias de disuasión desplegadas por los tres países para impedir el ingreso de la narcofinanciación en la política. El balance es agridulce. Las iniciativas de reforma, numerosas por cierto, han tenido efectos limitados, pues las normas tienden a quedar simplemente escritas en el papel.


En el caso colombiano “los esfuerzos fueron muchos”, pero la impunidad, la debilidad de los controles y la opacidad en cuanto al suministro de datos, tienden una sombra de desconfianza pública sobre la transparencia de la organización electoral. En México percibe la autora un elevado grado de tolerancia de la sociedad civil y “un cinismo poco asumido por la clase política de que el problema de la narcofinanciación de la política es de difícil manejo y, quizás, dichos recursos sean necesarios para mantenerse en la competición electoral.” El caso brasileño es aún más complejo, pues en tanto que no parece haberse sensibilizado la opinión pública en relación con los peligros que se ciernen sobre sus instituciones democráticas, señala la autora un fenómeno de generalizada ausencia de sanciones, “mucho más por lagunas en la propia legislación, resultante de un movimiento de autorregulación del Congreso Nacional que, como ya se ha dicho, insiste en aflojar los escasos controles que sobre ellos inciden.”


Confiesa la autora, al arribar a las conclusiones, que las dificultades de su investigación comenzaron precisamente con su objeto, “pues la opacidad de los datos sobre la financiación de la política es una barrera real y, además, se está navegando por los mares de los recursos irregulares y resultantes de actividades ilícitas”. En el proceso de recaudar la bibliografía comprobó, además, que la producción académica se concentraba en el Derecho Penal, la Sociología y las Políticas Públicas, siendo muy escasas las fuentes que conjugaran otras áreas del conocimiento, como el Derecho Electoral, la Ciencia Política y la Economía, hacia las cuales orientó precisamente sus pesquisas.


La doctora Santano ha querido que su investigación constituya una llamada de alarma a los actores del mundo político y la comunidad académica, distraídos en el manejo y estudio de otros asuntos y problemas. La narcofinanciación de las elecciones no es simplemente una manifestación más de la corrupción en la actividad política. Es la más amenazante de todas las corrupciones, pues al conspirar a gran escala para la toma del Estado, el crimen organizado ataca por su base todo el sistema democrático.


No oculta la doctora Santano su preocupación al constatar que “en los tres países analizados siguen existiendo incentivos visibles para el ingreso de recursos narco en la política”, y que algunos esfuerzos concretos para eliminarlos, parecen limitarse a “medidas periféricas” de eficacia “limitada por una realidad que insiste en permanecer.” Y, aun cuando reconoce en los tres países aciertos que pudieron contribuir a amortiguar la financiación irregular, no se resiste a observar que estas estrategias se enfocan en tratar la financiación irregular “como un todo”, lo cual les resta eficacia porque en su opinión es necesaria “la adopción de mecanismos más específicos” en esta materia.


Merece alabanza la autora porque no se arredró ante la intimidante complejidad de la materia, ni por el enorme caudal de información que debió consultar, ni por las exigencias de orden metodológico que debió resolver para homologar tres modelos bastante disímiles, ni por las dificultades que para cualquier investigador social implica penetrar en un sórdido laberinto donde, por obvias razones, los datos no están documentados ni la información es del dominio público.


“La narcofinanciación de la política - Una comparación entre Colombia, México y Brasil” promete convertirse en una obra de obligada consulta, que regala a los especialistas y demás lectores un estudio apasionante de la realidad política latinoamericana, abundante en agudas observaciones y rica documentación, aportando así elementos muy valiosos para el rediseño institucional, la concepción de políticas públicas y la expedición de leyes que contribuyan a transparentar las finanzas de las campañas y los partidos políticos.


AUGUSTO HERNÁNDEZ BECERRA
Profesor Emérito de la Universidad Externado de Colombia
Ex Consejero de Estado




PROLOGO MÉXICO


LA NARCOFINANCIACIÓN DE LA POLÍTICA. UNA COMPARACIÓN ENTRE COLOMBIA, MÉXICO Y BRASIL


La presente obra es creada por la doctora Ana Claudia Santano, mujer de gran pensamiento, en pro de la democracia. Estudió la licenciatura en Derecho en la Universidad Positivo en Curitiba, Brasil, posteriormente realizó la maestría en Democracia y buen Gobierno en la Universidad de Salamanca, España. En busca de consolidarse en la investigación, estudió el doctorado en la Università di Bologna, Italia. Llevó a cabo actividades en la estación de investigación para obtener el título doctoral en derecho constitucional. Cabe recalcar que antes de su estancia de investigación en la Universidad de Salamanca, la doctora estudió el doctorado en Filosofía del derecho constitucional, su tesis: “El análisis del sistema de financiación pública de los partidos políticos en España”, investigación que defendió y aprobó con el apto “Cum Laude”, y fue nominada para el premio extraordinario de tesis doctoral por la Universidad de Salamanca. Posteriormente, obtuvo su post doctorado, en derecho económico en la Pontificia Universidad Católica do Paraná. Podemos denotar que la doctora ha tenido a lo largo de su carrera un enfoque democrático constitucional.


Actualmente la doctora no ha limitado su conocimiento y lo ha difundido como profesora de investigación en Derechos Fundamentales y Democracia en el Centro Autónomo de Brasil, UniBrasil; así como maestra en Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad de Salamanca, España; e investigadora de Observatorio de Derecho Electoral con énfasis en estudios sobre la participación política de las mujeres, de la Universidad Federal do Paramá en asociación con la Universidad Estadual de Río de Janeiro y del Observatorio de Financiamiento Electoral, del Instituto Brasiliense de Derecho Público; investigadora del PATRIAS – Estado y concreción de los derechos, del Centro Universitario Autónomo de Brasil – UniBrasil.


A lo largo de su estancia en la Universidad de Salamanca, la doctora realizó varias publicaciones sobre política, democracia, sistemas electorales, partidos políticos, entre otros temas. De las publicaciones podemos destacar una en particular “Financiamiento de políticas y corrupción a través del narcofinancimiento: un problema que aún carece de solución en América Latina”; este fue un artículo sobre corrupción política y la misma derivación del financiamiento de este por el narcotráfico en campañas electorales a lo largo de América Latina.


En la obra: La narcofinanciación de la política. Una comparación entre Colombia, México y Brasil, podemos encontrar conceptos básicos para el entendimiento de cualquier persona interesada en la materia electoral y sus diferentes vertientes, en especial la rama de los partidos políticos, así como su financiamiento para la difusión de este. La doctora nos expone una introducción sobre el dinero y la política dando parámetros de análisis económicos, estableciendo así una interesante problemática sobre la falta de los recursos entre los partidos y la desigualdad de los mismos y, por ende, el parteaguas para el dinero del crimen organizado. Entre los múltiples conceptos sobre los sistemas políticos electorales, nos comparte, precisiones sobre la corrupción política, la financiación ilegal y el crimen organizado; y, en específico establece dentro de la financiación ilegal: la nacorfinanciación. Cabe recalcar que la autora manejó una diferenciación de sistemas políticos electorales entre Colombia, México y Brasil; determinando que, al tener el objeto de análisis, detonó que el mejor método para dar el tema a conocer era el comparativo, fundamentándolo por las crisis como ella lo maneja “(…) crisis que han arrastrado a estas organizaciones a nivel mundial (…)”; y, esto se aprecia a lo largo de toda América Latina.


Pero entonces ¿por qué estos países de forma específica? Estos países han demostrado a lo largo de la historia una realidad de ser indudablemente países que cuentan con narcofinanciamiento en la política; así, la doctora Santano nos da varios ejemplos con fechas exactas y fundamento de la realidad de este financiamiento. Dentro de esta comparativa, aparte de tener lo establecido por la historia de la política, se toman principalmente conceptos básicos legales, que previamente se explicaron, como legislación tanto vigente o legislaciones derogadas, al igual que aspectos culturales y socioeconómicos, que dan una visión totalmente amplia sobre esta realidad del financiamiento. La doctora Santano termina esta forma con conclusiones finales de la comparativa de los países.


En primer momento la autora nos presenta el problema de la financiación para los partidos políticos de los países, generándose este por la mayoría de hechos históricos que fueron sonados por toda América Latina y de lo que está pasando en los otros países, en cuanto a las campañas electorales. En su escrito la doctora nos ofrece datos sobre financiación ilícita, con tablas y gráficas de las cantidades.


Otro punto esencial, son los aspectos de cada país con su forma similar de gobierno como es el presidencialismo. Después de agotar los rasgos generales, establece desde el modelo de financiación privada y pública, siendo para México las de origen licito las establecidas en la Ley General de Partidos Políticos, ya que los estatutos de los partidos establecen los tipos y reglas de finamiento privado; es aquí donde la autora desglosa con otros dispositivos legales para su estudio, así como las financiaciones como ella las refiere prohibidas. En México, existen varios supuestos de fuentes ilegales, así como ciertos límites; una generalidad sobre el financiamiento para las campañas electorales, la forma en cómo los partidos políticos establecen en su periodo electoral lo referente a los gastos de campaña, al igual que una explicación del control de los gastos y participación de la autoridad siendo en México el Instituto Nacional Electoral, establecido desde 1990 como Instituto Federal Electoral.


Por último, presenta estrategias de disuasión de la infiltración de recursos de la narcofinanciación en las campañas electorales dentro de la historia. Como se sabe, México considera sus partidos políticos como entes de interés público, previstos en la Constitución y ley reglamentaria. La autora observa el hincapié por una mejor regulación, entre algunas otras acciones que han sido apoyadas y otras que han fallado, tal como ha sido descrito en esta obra. Para después cerrar con la realidad de que existe la infiltración de la narcofinanciación en los partidos políticos.


La doctora Santano, al momento de escribir sus consideraciones finales nos explica de una forma tan digerible que, como académica, hace caer en cuenta de una realidad que se encuentra frente a ti. Y, ahora puedes quitarte la venda de los ojos, sobre la preocupación de la infiltración de estos medios ilegales, por los diferentes motivos expuestos. Demuestra esa realidad desde hechos históricos y estadísticas económicas en cada una de las comparativas. Advierte que este asunto ha sido un problema de magnitudes inigualables, como lo fueron las dificultades que se le presentaron en la captura de la información. Llega a conclusiones finales sobre la falsa utopía de los partidos políticos democráticos y su financiamiento licito.


Felicito a la autora de esta obra por su gran aporte al conocimiento científico académico.


LUIS ANTONIO CORONA NAKAMURA
Profesor – investigador de la Universidad de Guadalajara, Miembro del Sistema Nacional de Investigadores (SNI) nivel I, Doctor en derecho por la Universidad Autónoma de Aguascalientes, Maestro en derecho y abogado por la Universidad de Guadalajara.
Fungió como magistrado electoral del Tribunal Electoral de Poder Judicial del Estado de Jalisco (2008-2014) y secretario de estudio y cuenta en Sala Regional Guadalajara, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (2014-2016).




A DESBRAVADORA DE NOVOS CAMINHOS


Desbravar caminhos até então pouco explorados não é uma tarefa fácil, pois o terreno dos dados a coletar ou não adquiriram um nível de maturação suficiente ou são inexistentes. Todavia, as dificuldades enfrentadas revelam o perfil, a fecundidade e a audácia do pesquisador(a)/escritor(a). Fugir de modismos, lugares comuns e tautológicas cognitivas não é uma atitude fácil, no que requer talentos que não são facilmente encontráveis na Academia Brasileira.


Conheci Ana Cláudia Santano nos eventos de Direito Eleitoral, antes somente convivia com seus trabalhos acerca do financiamento eleitoral. A empatia foi à primeira vista, haja vista que ela consegue unir carisma, argumentos escorreitos, cultura e sagacidade no aprender. Com o decorrer do tempo, comecei a testemunhar a sua prodigalidade no atuar como professora, como militante dos direitos humanos, como pesquisadora e como amiga. Além de unir todos esses predicativos, ela consegue ser uma pessoa ímpar no tocante à afetuosidade.


Fiquei muito envaidecido quando o convite foi realizado, mesmo sabendo, quase como um imperativo categórico, que nosso laço de amizade foi o principal suporte para o merecimento de realizar esta aprazível tarefa. Quando tomei conhecimento da temática e dei início à leitura, o que antes era um prazer decorrente da vaidade do convite, plasmou-se em acalento, para meu intelecto, ainda mais porque guarda íntima relação com o Direito Eleitoral, seara que estudo e milito há longos anos; e porque se relaciona intrinsecamente com a temática que analisei na minha tese de Livre Docência na USP. O resultado, como seria de esperar, foi extremamente satisfatório, no que não reverberou em um fato insólito, pois tendo lido vários trabalhos da professora Ana Cláudia Santano, que é uma referência na questão do financiamento eleitoral, de antemão já sabia de sua seriedade, preparo e destemor intelectual.


Na introdução, Ana Cláudia disseca a conexão entre o dinheiro e a política, e justifica a utilização da Análise Econômica do Direito. A política não se realiza sem aportes financeiros, pois necessita de gastos para que a narrativa desenvolvida nos pleitos eleitorais seja levada aos eleitores. Com relação à Análise Econômica do Direito, mesmo com a conflituosidade que a cerca, demonstra um corte epistemológico que reside em um atavismo para potencializar a conduta humana na consecução de seus objetivos. Esse corte, com certeza, livra-a de maiores embaraços.


Auferindo a comparação ofertada pelo Direito Comparado, escolhe seu suporte empírico dentro das experiências vivenciadas pela Colômbia, México e Brasil. A escolha dos dois primeiros países deveu-se ao encastelamento do narcotráfico no centro de poder dessas nações, com o financiamento explícito de campanhas eleitorais, nas eleições de pessoas que apresentavam conexões com o tráfico e como os carteis influenciam o processo político nesses países. A escolha do Brasil ocorreu não apenas devido a um caráter propedêutico, mas com o telos de investigar os fatores que saltam aos olhos, como o papel das milícias no comando da nação e na influência cada vez maior de chefes de grupos de tráficos nas campanhas eleitorais.


Em sua estruturação, a obra se encontra dividida em três partes, a saber: o narcotráfico e o sistema político na Colômbia, México e no Brasil; o incentivo ao ingresso de recursos oriundos do narcotráfico nas campanhas eleitorais e nos partidos políticos; e as estratégias de dissuasão para a infiltração de recursos do narcotráfico nas campanhas eleitorais e nos partidos políticos. Nesse diapasão, escolheu-se as seguintes variantes para a análise econômica dos sistemas de financiamento da política nos três países selecionados: a) o modelo de financiamento privado, que inclui as fontes permitidas e seus limites; b) o modelo de financiamento público, com os critérios de acesso e repartição de recursos públicos; c) a política de gastos ordinários de campanha; d) o controle de ingresso e de gastos dos partidos e candidatos, bem como as sanções no caso de ocorrência de infrações; e) o formato adotado para a realização da fiscalização de financiamento da política.


A primeira parte da obra ocupa a centralidade da discussão de como a corrupção política se configura como um instrumental para o controle do poder político. O meio encontrado, em razão de os recursos econômicos serem preponderantes em uma campanha, configurou-se no financiamento eleitoral ilegal realizado pelo narcotráfico, através de várias estratégias para a captura e infiltração no mundo político, fazendo com que suas decisões não tencionassem a concretização do bem comum, mas trilhasse os caminhos benevolentes aos interesses do narcotráfico. O modus operandi foi o mesmo nos três mencionados países, variando em sua intensidade e na incrustação de seus tentáculos na sociedade. O combate através de instrumentos legislativos não trouxe os resultados esperados, pois a maior parte das normas se distanciam da realidade. Não há vontade política para enfrentar a criminalidade e o financiamento ocorre por intermédio de fontes sub-reptícias, desenvolvendo-se ao arrepio da legislação.


O estudo dos três países guarda um grau satisfatório de consonância porque os mesmos possuem três alicerces em comum, cujas consequências moldam toda a institucionalização pertinente ao objeto ora analisado. A forma de governo adotada por eles foi o presidencialismo, dotando-os de características que o hiperdimensionam, fazendo com que o Executivo, historicamente, fosse preponderante em relação ao Legislativo e ao Judiciário. Igualmente, há muita similitude na temática concernente ao financiamento político, em que os três países possuem uma inclinação para o financiamento público de campanha. A última característica comum, imprescindível para a análise desenvolvida, reside no fato de que nos três sistemas eleitorais há um órgão responsável pela administração e controle da temática eleitoralista, similitude esta que é uma tendência latino-americana.


O argumento enfocado na segunda alameda do trabalho inicia com os incentivos para o ingresso de recursos do narcotráfico para o financiamento das campanhas e dos partidos políticos. Deixa-se bem claro que independentemente desses fatores aumentarem ou diminuírem, o financiamento oriundo dos narcotraficantes, bem como da corrupção, não são factíveis de completa eliminação.


Termina esse capítulo fazendo uma análise descritiva da Colômbia, do México e do Brasil, notadamente sobre as seguintes temáticas: o modelo de financiamento privado a partir de fontes permitidas e proibidas; o modelo de financiamento público e seus critérios de acesso e de repartição de recursos; as regras sobre os gastos ordinários eleitorais; o controle de ingressos e gastos de partidos e de candidatos; e o formato da autoridade eleitoral para a fiscalização. Interessante assinalar que esses três países adotaram a forma mista de financiamento eleitoral, com uma maior ou menor limitação do financiamento privado. Acontece que como nesses países há uma massa de hipossuficientes, além de os modelos de transparência não serem totalmente confiáveis, a ambiência favorável à proliferação de um sem número de ilícitos eleitorais dilata os caminhos para que o financiamento através do narcotráfico alicie o poder político em benefício de seus interesses.


Na terceira parte da obra, Ana Cláudia enfoca as estratégias que foram adotadas pelos mencionados países para o enfrentamento do problema da ingerência do narcotráfico na política. Muito acertadamente ressalta que o problema do narcotráfico não se resume apenas ao financiamento de campanha, sendo muito mais abrangente, haja vista que envolve atividades econômicas outras que podem até ser lícitas, mas ainda se interpenetram com, notadamente as que emergem do tráfico de drogas.


Não se questiona a importância da transparência, da fiscalização e da existência de instituições independentes para o aprimoramento do financiamento eleitoral. Todavia, o âmbito normativo apresenta suas limitações quando contraposto à seara fática, que teima em não se moldar aos imperativos hipotéticos. As leis econômicas que fazem com que o processo eleitoral se configure como um rent seeking precisam ser combatidas. Isso porque enquanto o financiamento eleitoral for um investimento altamente rentável, os seus financiadores continuarão a tirar proveito de suas atividades, mesmo que sejam ilícitas.


A autorregulação realizada por intermédio das entidades privada não se mostra como um caminho alvissareiro, pois as experiências que adotaram esse modelo não foram exitosas. Bem por isso, a necessidade de fixação de sanções se mostra imprescindível para que a evolução do aparato normativo possa se transmudar na práxis da sociedade.


Não obstante, o maior obstáculo para os desvarios em relação aos acintes ao financiamento eleitoral consiste, indubitavelmente, nos altos níveis de hipossuficiência que grassam em parte considerável da população da Colômbia, México e do Brasil. Enquanto essa chaga não for superada, ou ao menos amainada, não se pode antever, sem os descuidos de uma pitonisa mal fadada, os delineios de uma sociedade política mais democrática e igualitária.


Ao final da leitura, a sensação que se aufere é a de satisfação e agradecimento por ter tido a oportunidade de saborear uma obra de tamanha densidade intelectual. É diante desse fato que a Professora Ana Cláudia Santano se coloca não apenas como uma das grandes referências no estudo do financiamento eleitoral no Brasil, no que começa a palmilhar o percurso para a afirmação de seu nome como estudiosa do financiamento eleitoral em toda a América Latina.
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INTRODUCCIÓN: DINERO Y POLÍTICA


Desde las democracias más consolidadas, hasta las que están en vía de desarrollo, no cabe duda de que la relación entre el dinero y la política es una de las más tormentosas. Por un lado, la política está lejos de ser lineal, pudiendo ser racional en algunas oportunidades y en otras ser algo que corresponde solamente a una lógica egoísta, o que busca la mejor distribución de poder, aunque esté lejos de una explicación coherente. Cuando se afirma que una cuestión es política, también se está refiriendo a una idea de participación en el poder o a la lucha para influir en su distribución, que considera al Estado como la única fuente del derecho para “usar la violencia”; por lo tanto, dicha distribución de poder puede ocurrir entre Estados o entre grupos en un Estado. La fundamentación política de una decisión de distribución de poder estará siempre conectada con los intereses sobre ello: distribución, mantenimiento o transferencia de poder. En este sentido, Weber afirma que quien participa en el poder, lo hace como un medio para servir a objetivos egoístas o ideales, o también, lo hace para obtener “el poder por el poder”, disfrutando de esta sensación de autoridad que solo el poder proporciona1.


Por otro lado, está el dinero. Obtener fondos se volvió un fin en sí mismo, lo que tornó al hombre en un ser dominado por la generación de recursos económicos, por la adquisición como un propósito final de la vida. Dicho panorama fue propiciado por el sistema capitalista, aunque ya venía desde antes, y puso todo a disposición del mercado como una forma eficiente de producir más dinero. Ahora bien, en un contexto capitalista, el individuo nace con una perspectiva social que él mismo juzga como inamovible y a la cual tiene que adaptar su comportamiento para sobrevivir. De esta manera, se da una estabilización de las reglas de comportamiento que se encajan en la lógica del dinero como manera de sobrevivencia económica del más apto2.


En este contexto social, en el que “todo está a la venta” y todo se puede comprar, surge la preocupación por lo que Michael Sandel expone como los dos efectos de ello: (i) la desigualdad y (ii) la corrupción3. Es aquí donde se inicia el dilema de la relación entre el dinero y la política.


El factor dinero, dentro de la política actual, tiene una posición central, se quiera o no, en el juego democrático. La expresión de Nassmacher de que el dinero en la política es como mother’s milk of politics4 es, hoy en día, más correcta que nunca5. Los ciudadanos, cuando no tienen interés o talento para participar de la política, no parecen estar dispuestos a conceder su tiempo, lo que conlleva a que: el dinero destinado a la financiación de la actividad política sea una opción corriente de sustitución, adoptando así una peculiar forma de participación social democrática6.


En este escenario, la regulación de la financiación de la política adquiere importancia como forma de intentar mantener a los partidos protegidos de las presiones económicas, y también de garantizar el principio de igualdad de oportunidades dentro de la esfera electoral7, lo cual hace que los sistemas de financiación tengan que decidir el punto de equilibrio entre la financiación pública y la privada. En caso en que se privilegie la primera, la financiación pública, la desventaja es una eventual o posible dependencia del Estado (así se abre un peligroso camino de “estatalización” de los partidos), hecho que repercute en un alejamiento de los partidos en lo que se refiere a la cambiante realidad social. Por otro lado, al privilegiar la segunda, la financiación privada, puede producirse una desmesurada influencia de particulares sobre los partidos. Vale recordar que también debe tenerse en cuenta que el apoyo financiero de los ciudadanos, si fuese difuso, contribuiría al enraizamiento de los partidos en la sociedad8.


Tanto en las elecciones como en los partidos políticos no hay grandes incentivos para adoptar un comportamiento racional. Y, dentro de esta perspectiva, el rol de los recursos económicos en la política es ambiguo9, lo que hace que las reformas legislativas, que se relacionan con el tema, no puedan ser analizadas solamente con base en el “deberser”, sin un diagnóstico de su impacto y de los posibles cambios que producen en el sistema democrático10. Además, el hecho de que la autorregulación por parte de los partidos políticos siempre puede provocar alguna “ilusión del jurista”: en el hecho de que las demandas doctrinales de normatividad se ven acompañadas por una frágil efectividad jurídica, que permite que las organizaciones políticas se mantengan siempre en una zona nebulosa; entonces, se ven directamente beneficiadas por las insuficiencias que la norma presenta11.


Así las cosas, la regulación de la financiación de la política (entendida aquí como: la financiación de partidos y de campañas electorales)12, es uno de los problemas mayores de las democracias actuales, tanto las consolidadas como también las que todavía están en desarrollo13. Esto se aprecia sobre todo en el hecho de que el asunto está ubicado en un ámbito donde son los propios partidos los sujetos y los destinatarios de la regulación normativa14.


Frente a lo anterior, es innegable que el dinero en las democracias modernas tiene un fuerte protagonismo15. Claro está que no hay democracia sin partidos, y que no puede haber partidos o todo lo que los involucra sin recursos económicos para mantenerlos. Además, los procesos electorales tienen un costo, y tanto partidos como candidatos deben prepararse para las consultas populares periódicas que la democracia exige16. Es decir, que sin dinero no hay manera de que exista una democracia funcional con: partidos institucionalizados, con campañas informativas para la ciudadanía, con resultados fiables y devenidos de procedimientos electorales organizados por instituciones capaces y competentes para ello17.


I. LA JUSTIFICACIÓN DE LA UTILIZACIÓN DEL ANÁLISIS ECONÓMICO DEL DERECHO


Dentro del tema de la financiación de la política es preciso mencionar dos problemas que estarán presentes a lo largo del análisis: el primero, es el de la desigualdad económica que hay entre los competidores electorales; hecho que se contrapone al principio de igualdad y que puede amenazar la estabilidad del sistema18. El segundo, es el de la dependencia económica de los partidos políticos y de los candidatos a las fuentes de financiación que son más ventajosas, a lo que se suma el proceso de encarecimiento de las campañas electorales y la reducción de fuentes de ingresos.


Este contexto genera un nítido escenario económico, donde existe la demanda por recursos económicos que son necesarios para ganar elecciones y, también existe la oferta que puede ser escasa dentro del marco jurídico por muchas razones. O bien, puede ser más accesible por fuera de los controles legales, al recurrir a los recursos del crimen organizado que pueden infiltrarse en las campañas y en los partidos.


El dinero del crimen organizado puede provenir de distintas actividades delictivas, por ejemplo: la explotación ilegal de recursos naturales, la industria maderera ilegal, la guerrilla o el paramilitarismo, la milicia, el juego ilegal o, lo que será el objeto central aquí, el narcotráfico. Así, surge el tema de la narcofinanciación de la política, como una disfunción del sistema de financiación previsto en la norma. Esto ocurre justamente por el hecho de que los agentes terminan adoptando un comportamiento de supervivencia económica ante la demanda de recursos que genera el sistema democrático y, las ganas de salir victoriosos en las urnas e igualmente de continuar en la carrera política al detentar el poder en las manos.


Es esta la contribución que este trabajo va a aportar al debate sobre la financiación de la política. La narcofinanciación lamentablemente es una realidad en muchos países de las Américas, y todavía es un problema abierto. La norma parece ser insuficiente para abarcar toda la complejidad de este objeto de análisis, ante lo cual se eligió utilizar elementos provenientes de otras áreas del conocimiento para abordar el tema.


Pese a la existencia de un sinfín de estudios orientados al tema de la financiación de la política desde la perspectiva jurídica, no se dispone, con esta misma relevancia, en el campo del derecho, de un análisis que se comunique con otras ciencias (a excepción de la ciencia política) que podrían colaborar en la tarea. Esto termina produciendo un resultado aislado de otros aspectos importantes de la problemática, limitando el alcance de los resultados a recomendaciones de cómo debería ser la legislación o qué cambios serían los más adecuados dentro de la ideología de quien los sugiere. Es sabido que hay una opción ideológica positivada en las normas jurídicas19, y que es algo difícil abstraer su propia concepción interna20, principalmente cuando se les interpreta. La norma es fruto de una ideología y el acto de interpretar también lo es. Aunque Kelsen haya defendido la aplicación de la norma por un intérprete sin ningún juicio de valor, respecto de la opción adoptada por el legislador que elaboró la norma a partir de la idea del derecho, como una ciencia preocupada solamente por estudiar el ordenamiento jurídico de modo sistemático y lógico, sin criterios morales21; entonces, el intérprete debe captar la ideología positivizada en la norma, pero termina distorsionándola con base en sus propias percepciones del mundo. Resta aquí la necesidad de una intermitente autocrítica, que viene desde la interpretación y de la asunción de la necesidad de ajustar la norma, cuando la realidad así lo requiere.


Es justamente en este campo incierto de la financiación, en el cual se da el contacto directo de la política y del dinero y, surgen otros elementos, muy a menudo ignorados por los juristas, que deben ser abordados desde las ciencias económicas. Al final, el dinero es el factor central de la financiación de la política, lo que no lo hace inmune a las intervenciones estatales necesarias para mantener —o al menos controlar-— su influencia sobre la democracia. Es a partir de esta idea que este trabajo sugiere una reflexión con base en el Análisis Económico del Derecho (AED). Se observa el comportamiento de los individuos dentro de una sociedad, este puede ser entendido como un reflejo de la forma como la legislación vigente es aplicada. En cuanto a las sanciones impuestas por el ordenamiento jurídico, se dice que son herramientas que pueden condicionar las acciones de las personas ante las normas jurídicas. Si dichas sanciones no tienen efectividad o no son aplicadas debidamente, no tendrán resultados en la vida social, siendo lo contrario también verdadero. Es decir, sanciones efectivas son sinónimo de eficiencia de las normas, con efecto directo en el comportamiento de los individuos. Este raciocinio se basa en la relación costo–beneficio, típica de las ciencias económicas.


El AED sigue exactamente esta lógica22. Se trata del examen teórico de los efectos de la alteración de las sanciones previstas en la ley y en la probabilidad de su aplicación. Los modelos de comportamiento al margen de la norma consideran que el individuo actúa con fundamento en el raciocinio que realiza sobre los costos y beneficios esperados, formándose lo que la doctrina denomina: los principios de racionalidad23.


Se entiende que la adopción de los presupuestos económicos por parte del derecho es muy útil, puesto que las normas tienen como objetivo central la regulación del comportamiento humano. Vale recordar que la economía es el área del conocimiento que evalúa la manera como la persona se comporta y toma sus decisiones en un contexto de recursos escasos, así como las consecuencias de estas decisiones. Hay que anotar que es conocida la dificultad del derecho para explicar realidades sobre las que se realiza un juicio de valor, así como la ausencia de instrumentos para la concreción de dicho análisis o incluso la inexistencia de una teoría jurídica que explique el comportamiento humano. Ante esta laguna, el AED puede ser una buena herramienta, para la evaluación de las consecuencias probables de la aplicación de una legislación específica por parte de los agentes sociales. El análisis de la forma en que dichos agentes responderán ante la variación de incentivos es un medio objetivo para obtener un diagnóstico más próximo de la realidad, superior a una mera intuición24.


Frente a esto, se tiene que el individuo es un maximizador de placer25. El principio de racionalidad comprende que: la persona busca maximizar su satisfacción, su utilidad, sus intereses y deseos con un costo mínimo. Si hay conflicto entre el interés general y el personal, normalmente el individuo tiende a privilegiar el suyo26. En este sentido, la norma genera costos o beneficios para el sujeto, que pueden o no disuadirlo de tomar una decisión ante una situación específica, o bien respetando el ordenamiento vigente, o bien violándolo.


Es a partir de la vertiente descriptiva o positiva27 del AED, que este trabajo tratará de exponer el complejo problema de la narcofinanciación de la política.


II. LA OPCIÓN POR EL MÉTODO COMPARADO Y LA ELECCIÓN DE LOS PAISES ANALIZADOS


Traer las consideraciones sobre el objeto de análisis sin un orden lógico y estructurado, podría comprometer el resultado que se ha planteado, lo que hace necesario un método analítico adecuado para la exposición.


Un método que permitirá alcanzar los objetivos pretendidos es, sin lugar a dudas, el derecho comparado, que más que una disciplina académica autónoma del derecho es un método jurídico comparativo28, que describe, analiza y compara soluciones jurídicas e instituciones, hasta llegar a comparar sistemas y ordenamientos jurídicos en su conjunto29.


El derecho comparado, puede ser de tipo aplicado o abstracto especulativo. En este estudio se optó por el tipo descriptivo, el cual se refiere al análisis de las variantes que se pueden encontrar en los dos sistemas que serán examinados30. El problema de la narcofinanciación de la política presenta algunas características específicas en función de los sistemas políticos y, debido a esto, las mismas se utilizarán en el análisis como variantes del análisis comparado.


Asimismo, el estudio comparado propuesto se fundamenta en el hecho de que los partidos existentes en los países de América Latina no solo han sufrido con la crisis que arrastró a todas estas organizaciones políticas a nivel mundial, sino que también tuvieron a su cargo la responsabilidad de desarrollar jóvenes democracias instauradas luego de duros períodos dictatoriales o de la quiebra institucional de sus sistemas políticos. En este contexto se abrió un campo propicio para el aumento de la influencia y utilización del dinero fruto del crimen organizado y del narcotráfico en la política. Si bien estos ingresos atípicos son difíciles de rastrear, justamente por las infinitas formas que pueden tomar, su volumen en las arcas de las organizaciones partidistas no puede ser ignorado y su fuerza se puede verificar a partir de los escándalos ya ocurridos, lo cual involucra la narcofinanciación de la política en diversos países; es así como Argentina31, Bolivia32, Guatemala33, Panamá34 o Venezuela35 han (o están, no se sabe) sufrido (o vienen sufriendo) graves intervenciones de la narcofinanciación en la política. Erradicar esta amenaza no es sencillo, en lo absoluto.


Como se puede notar, el problema tiene amplitud continental. Sin embargo, entre los países de América Latina que fueron más afectados por la infiltración de estos recursos provenientes del narcotráfico en la política se encuentran, indudablemente, Colombia y México. Con orígenes distintos, los episodios que involucran a estos dos países demuestran, en la realidad, el alcance y el peligro de la infiltración de la narcofinanciación en la política desde la década de los años setenta. En Colombia, el notorio jefe del Cartel de Medellín, Pablo Escobar, fue elegido para el Congreso en 1982, incluso con aspiraciones a ser presidente de república en algún momento36. Eso puede explicarse de alguna manera, por el hecho de que Colombia todavía no había vivido el periodo de narcoterrorismo que vendría después con Escobar; el destino tenía reservado otro lamentable episodio. Las elecciones de 1994 se vieron marcadas por el escándalo conocido como “los narcocasetes”, el cual hizo pública la financiación de la campaña de Ernesto Samper a la presidencia, con dineros del Cartel de Cali, principal rival del Cartel de Medellín. Esto no solo perjudicó al gobierno Samper, sino que hizo daños profundos en la historia democrática colombiana, que hasta el día de hoy convive con el fantasma de la narco y la parapolítica37.


Por otro lado, en México, parece que el problema todavía sigue siendo muy actual, aunque se se estén haciendo esfuerzos para erradicarlo. A nivel local, en cada proceso electoral sigue habiendo muchas denuncias de infiltración de dineros del narcotráfico en este ámbito, incluso muchas veces se ha llegado a afectar la presidencia con las sospechas de contactos informales entre el presidente de turno y los carteles de la droga. Además, no se tiene solamente la financiación de las campañas con recursos del narcotráfico, sino que parece haber una selección de candidatos hecha por los propios carteles, sea por medio del asesinato de aquellos que no quieren que sean elegidos o a través del soborno, para que abandonen sus intenciones. De tal manera, se ha afectado con ello la sana participación electoral de los ciudadanos, las candidaturas de determinados partidos y, obviamente, el ejercicio de la democracia en estas regiones. La proximidad con Estados Unidos y la fuerza incuestionable de los carteles impuesta por medio de la violencia, así como la corrupción, hacen que el país represente una preocupación sobre temas de financiación con fuentes del narcotráfico38.


Así, para abordar el tema de la narcofinanciación de la política, se entendió que un estudio comparado entre Colombia y México podría aportar elementos de análisis que indicaran los incentivos que los traficantes tienen para infiltrarse en la política.


¿Y Brasil? Junto con la constatación de que la infiltración de recursos del narcotráfico en la política latinoamericana es algo difundido continentalmente, el presente estudio también se plantea analizar si Brasil estaría igualmente afectado por el problema, considerando su amplia franja de frontera con Colombia, Perú y Bolivia (países reconocidamente productores de droga), entre otros factores.


Resulta que la narcofinanciación de la política no es objeto de debate en Brasil. No existe material específico sobre el tema, pese al gran abanico de trabajos escritos sobre financiación de la política y escándalos de corrupción, muchos de ellos recientes. Sin embargo, un episodio ocurrido en 2013 puede ser la puerta de entrada para este análisis. El 24 de noviembre de ese año, la policía federal interceptó un helicóptero con 450 kilos de cocaína, de propiedad de una empresa del entonces diputado provincial de Minas Gerais, Gustavo Perrella, hijo del senador Zezé Perrella. No hubo ninguna demanda judicial, ni siquiera para investigar el caso39. En 2019, la policía española incautó 39 kilos de cocaína transportados por un militar, que hacía parte de la comitiva que acompañaba al presidente Jair Bolsonaro a la Cumbre del G-20 en Japón40. El responsable del hecho, un sargento del ejército, fue condenado en España a seis años de prisión41.


Es sabido también que la interferencia en las elecciones viene creciendo por parte de las milicias, que son grupos armados constituidos por ex policías, policías civiles, militares, agentes penitenciarios y bomberos, en distintas zonas del país. Las noticias al respecto se concentran en el estado de Río de Janeiro. Hay que dejar claro que en este trabajo no se pretende profundizar sobre el narcotráfico; lo que se busca es expresar sugerencias para futuras investigaciones sobre la financiación de la política por parte de las milicias.


Se hace evidente que sea posible que ninguno de estos episodios pueda relacionarse con el tema de este trabajo e igualmente no tener ninguna conexión con la política o los políticos brasileños; no obstante, al seguir el ejemplo de lo que ha sucedido en tantos otros países, señales como las enunciadas hasta aquí, encienden una luz roja acerca de la proximidad entre el narcotráfico y la esfera política, la cual ya puede estar consolidada, al menos en el ámbito local. Estas fueron las razones que motivaron la inclusión de Brasil en este análisis, como forma de llamar la atención sobre el tema y de abrir el espacio en la agenda pública para este debate.


Con miras a concretar los objetivos de este trabajo se eligieron las siguientes variantes para el análisis económico de los sistemas de financiación de la política de los tres países seleccionados: (i) el modelo de financiación privada, que incluye las fuentes permitidas y sus límites; (ii) el modelo de financiación pública, que comprende los criterios de acceso y de reparto de los recursos públicos; (iii) la política de gastos ordinarios y electorales en periodos de campaña; (iv) el control de ingresos y gastos de partidos y de candidatos, que incluye el régimen de sanciones, y (v) el formato de las autoridades electorales para realizar la labor de fiscalización de la financiación de la política. En cada uno de los capítulos sobre incentivos y sobre medidas disuasorias, se observará este orden en el abordaje para aplicar el raciocinio económico.


En cuanto a su estructura, el trabajo consta de tres capítulos. En el primero, se intenta establecer los conceptos que serán utilizados a lo largo del texto y que resultan esenciales, como: la narcofinanciación de la política, la corrupción electoral, los recursos atípicos, etc., y seguidamente, se formula una aproximación sobre la magnitud del problema de la narcofinanciación de la política en los tres países seleccionados. Igualmente se señalan los elementos que influyen en su comparación y se destacan aspectos comunes y particulares de cada uno de ellos.


En el segundo capítulo se parte del análisis de los incentivos al ingreso de recursos del narcotráfico en las campañas electorales y en los partidos. Se inicia con una consideración general de las motivaciones que pueden explicar dicha incidencia, para luego hacer el análisis por país.


En el tercer capítulo se examinan las estrategias de disuasión de cara a la infiltración de recursos del narcotráfico en las campañas electorales y en los partidos políticos. Se parte de comentarios generales para, seguidamente, especificar respecto de cada país lo que se ha hecho, señalando éxitos y fracasos en cada uno de los sistemas analizados.


Con ese análisis se espera contribuir al debate y al desarrollo de medidas que ayuden a combatir el problema en el continente americano. Como es obvio, estas páginas no serán suficientes para tratar el tema en toda su complejidad. Un análisis económico de las normas sobre la financiación de la política puede colaborar en el diagnóstico de los problemas y, eventualmente, en la identificación de soluciones. Vale anotar que el combate a la infiltración de dineros del narcotráfico en la política pasa por muchas medidas que deben ser tomadas, no solo de orden jurídico, sino también social, político y cultural.


En suma, lo que se pretende exponer aquí puede ser entendido solamente como la punta de un iceberg de herramientas, en busca de democracias más íntegras y duraderas, alejadas del crimen organizado.




CAPÍTULO PRIMERO
NARCOTRÁFICO Y SISTEMA POLÍTICO EN COLOMBIA, MÉXICO Y BRASIL


Los políticos siempre han sido un imán para el dinero narco en América Latina. A esto se suman los problemas en la regulación sobre la financiación de la política, conformándose un ambiente propicio para la actuación del crimen organizado. En este sentido, Kevin Casas-Zamora entiende que, existe un verdadero dilema para los sistemas democráticos al tener que sobrevivir junto a una fuerte industria de ilícitos que busca protección política constantemente. Así, es claro que la financiación de campañas no es el único canal en el cual el problema de la infiltración narco existe, sino que, corresponde a uno de los más importantes, porque en ese contexto la política es vista como una inversión para mantener frágil la aplicación de la ley y el control de las instituciones. Es decir, es más fácil (y quizá más económico) “elegir amigos” que adherirse a sobornos, al chantaje o a la amenaza42.


En un inicio, cabe destacar que la problemática no es un asunto de pocos años atrás; puesto que corresponde a un asunto de décadas de debate, que ha sido abordado en la literatura y en el arte colombiano y mexicano. Aunque no se puede generalizar la actuación de los grupos narcos en los países, principalmente por las diferencias en sus objetivos y en la conformación de los carteles, no se puede ignorar que este problema también hace parte de todo un imaginario traducido en libros43, en películas y series de televisión44, en el lenguaje de los medios de comunicación45 y en el comportamiento de la sociedad, conformándose así una contracultura narco46. Esto, de cierta manera, causa una “glamourización” del tema del narcotráfico47 y lentamente provoca una inversión de valores que puede, incluso, anestesiar la sociedad ante escándalos de dicha envergadura48, o también puede naturalizar la presencia narco en la esfera política, algo que no se comparte desde el primer momento en este análisis.


Sin embargo, aunque no se esté de acuerdo con el cinismo que existe acerca del tema, es cierto que el problema de la narcofinanciación de la política no es solamente jurídico, sino también político; es decir, que hay elementos que se escapan del mero marco legal que se puede tener sobre el asunto. En todos los casos que serán analizados, se puede verificar que hay un mercado para el intercambio de fondos ilegales y las condiciones de los países afectados, lo que hace que el combate a la presencia de dichos fondos en las campañas y en los partidos, requiera medidas mucho más allá del ámbito electoral, siendo el control administrativo y judicial sólo uno de los canales. Debe darse también un llamado moral y ético de responsabilidad de los agentes públicos, principalmente de aquellos expuestos políticamente49; es este llamado un elemento subjetivo que es independiente de la existencia de ley.


De acuerdo con lo anterior, dentro de la propuesta de este estudio, cabe, en un primer momento, definir los conceptos que serán utilizados a lo largo del texto, para ver el problema de la infiltración de recursos narco en la financiación de la política en los países objeto de comparación.


I. PRECISIONES CONCEPTUALES


El tema de la narcofinanciación de la política abarca términos que necesitan aclaración para su debido análisis. En este sentido, cabe aquí trabajar, aunque muy brevemente, considerando las dimensiones propuestas para este estudio, los conceptos de: corrupción política; financiación ilegal de la política y narcofinanciación; crimen organizado y estrategias del narcotráfico para infiltrarse en la política.


A. Corrupción política


La corrupción política es un asunto que ni es novedoso, ni tiene un gran consenso en la doctrina50. La corrupción, por sí sola, se relaciona con parámetros del ámbito de la moral, la justicia, la ética, entre otros, sin limitarse, únicamente, a los agentes públicos o privados. De hecho, en ambos casos, las esferas de la corrupción pueden hacerse presente, sin que haya un destinatario o titular específico o un campo preferente de actuación51.


Como hay aspectos de la moral que inevitablemente se involucran con la corrupción, la cuestión de que un acto corrupto deba constituirse en un delito se vuelve también un tema relativo, considerando que hay situaciones basadas en la corrupción que puede que no merezcan reproche jurídico, sino quizás uno de carácter moral. Este es el primer punto de conflicto entre los análisis de corrupción, habiendo un gran iceberg para ser evaluado, y considerando el vasto alcance de su concepto52.


En este sentido, el concepto de corrupción continúa siendo redefinido a partir de nuevos intereses y conflictos, y también por el emergente –y cada vez más presente– concepto de accountability53, así como por los mandatos de transparencia para los partidos y políticos, en lo que tiene que ver con sus finanzas.


La democracia, como la política, no descansa únicamente sobre la idea de una igualdad institucionalizada, sino también sobre la de una competencia abierta. Cuando se relaciona con los intereses privados, la competencia democrática también se relaciona con la idea de lo “justo”, para agregar los intereses en común y convertirlos en políticas públicas. Sin embargo, los mercados que conviven junto con la democracia, incorporan pocos presupuestos de igualdad, tanto en su procedimiento como en su resultado. Esto genera una asimetría en la que la corrupción puede ser tenida en cuenta, como una maximizadora de lucros54. Con esto, hay un choque entre la democracia y los mercados, que puede no ser un problema, si no fuese por la eventual presencia de corrupción en esta laguna, desequilibrando la democracia, a partir de una lógica desigual de mercado.


En este contexto, se puede verificar que la corrupción es un problema político, lo cual dificulta que sea posible terminar de definirla, aunque hay autores como Johnston que afirman que debe concentrarse no sólo en la definición de corrupción, sino en su contenido55. Su análisis se propone de esa forma, porque las nociones que la propia sociedad impone al término corrupción influyen directamente en un eventual concepto elaborado doctrinalmente y, además, enfocarse en su contenido, puede ser algo más fácil para su manejo. Un ejemplo de eso propone que, en muchas sociedades, un escándalo es sinónimo de corrupción. No obstante, eso puede no ser de todo correcto, porque un escándalo causa reacciones en las personas a partir de sus propias percepciones de vida, remitiéndose mucho más a una definición moral de corrupción que cualquier otra que sea más provechosa56.


La corrupción, como un problema político, remite a la cuestión de la distribución de riquezas y del poder (algo que Rafael Bustos Gisbert, por ejemplo, entiende que es inseparable de la corrupción)57, así como de la vitalidad del sistema político. Esto también terminó direccionando la corrupción hacia determinados grupos de la sociedad, estrechando el concepto para personas que ocupan cargos públicos, por destacar un ejemplo58. De esa manera, a lo largo de los años se vinculó la corrupción con los canales de contacto que los individuos tienen con los agentes que desempeñan funciones en el Estado, lo que hizo que el concepto terminara siendo considerado como un proceso de clasificación de conductas59.


En este sentido, resulta muy ilustrativa la definición de corrupción de Ana Elena Fierro Ferráez en materia de responsabilidad, la define como: la apropiación ilegítima del espacio público por medio de una acción racional mediante la cual se realiza una transacción entre el que tiene funciones públicas y, un particular que requiere que dicho agente viole obligaciones impuestas por el marco normativo que lo regula y que, en vista de ello, el servidor público y el particular se apropian del espacio público60.


Así entonces, al partir de esta clasificación de conductas, parece que la corrupción implica la violación de un deber61, según una normativa aplicable, que se realiza con discreción con la finalidad de obtener un beneficio ajeno a aquellos obtenidos legítimamente por medio del cargo (público o privado) ocupado62. Aun así, este punto inicial puede ser insuficiente, porque hay conductas que son corruptas y que no dependen del ordenamiento jurídico o reglamentario para que sean así consideradas63. Además, cabe subrayar la imposibilidad de indisposición, por parte del ordenamiento jurídico, de todas las hipótesis de posibles actos de corrupción64. Entonces, lo que sí se puede afirmar es que existen dos puntos clave en la corrupción. El primero es el interés público como bien jurídico protegido, y el segundo, una violación legal, en el caso de tratarse de una noción jurídica de corrupción.


Siguiendo este raciocinio, se tiene que, la corrupción política posee brazos en la esfera pública, partiendo del supuesto de que el concepto de política se ubica en el ámbito público. Sin embargo, eso no facilita la tarea de construir una definición. Nociones más comunes (como puede ser el uso de cargos públicos para obtener beneficios privados)65 algunas veces no pueden ser aplicadas en todos los supuestos, pues no abarcan todas las formas de financiación política66. No obstante, hay algunos elementos que deben estar presentes en el concepto de corrupción política que aquí se adopta: (i) la conducta debe ser practicada por personas o grupos que estén en el ejercicio de algún cargo público, sea de naturaleza representativa o de nombramiento indirecto; (ii) dicho cargo público debe traer consigo el ejercicio de una autoridad pública, con algún margen de decisión sobre la gestión de recursos; (iii) además, debe existir un interés personal del individuo que practica la conducta, y dicho interés puede ser directo o indirecto; el beneficio, a su vez, debe ser otorgado a un tercero o a sí mismo, en caso de ser beneficiario directo; (iv) el individuo debe ser consciente de que la conducta va contra las reglas establecidas por las que se le ha otorgado la confianza para el ejercicio del cargo público y, debido a ello, la conducta será practicada de manera secreta67.


Junto a dichas características, la corrupción política también es identificada a partir del bien esencial dañado, porque el elemento moral no es la ética profesional, sino la ética pública; lo cual también acontece por el incumplimiento de un deber no sólo profesional, sino más bien cívico. Lo que se daña con la corrupción política es la política, porque se olvida su fin último, su razón de ser y, se violan los principios que la fundamentan68. El mayor costo de la corrupción en la democracia es que tiende a beneficiar a aquellos más poderosos, en un evidente perjuicio de aquellos que tienen menos, tanto con relación a la riqueza propiamente dicha, como también a los recursos políticos69.


Al considerar lo anterior, parece ser que el concepto que mejor se aplica a la corrupción política en el campo de la financiación de los partidos coincide con el de Zovatto, quien la define como el mal uso y el abuso del poder, tanto de origen público como privado, con fines partidistas o personales, a través de la violación de normas legales70. Aquí, la corrupción política siempre incluirá supuestos como las contribuciones privadas que violen normas existentes de financiación de partidos; el uso de dineros o recursos para las campañas o los partidos, que el representante del mismo haya recibido con ocasión de una transacción corrupta; el uso no autorizado de recursos del Estado para fines partidistas; la aceptación de recursos a cambio de un favor no autorizado en el caso de la victoria de dicho partido en las elecciones; contribuciones venidas de fuentes de financiación de carácter poco acorde con la ética pública; y el gasto de recursos en propósitos prohibidos, como la compra de votos71.


Parece evidente que la corrupción en la financiación de los partidos es una corrupción política, ya que, aunque los sujetos pueden ser tanto los partidos como los entes privados, el bien objeto del daño es siempre el interés público, y su carácter viene marcado a producirse tanto en el seno de los partidos, como también en la agenda política. Y, es aquí donde se ubica la popular clasificación de corrupción hecha por Heidenheimer; la cual encaja muy bien en lo que se refiere a la financiación de los partidos. La corrupción oscura: condenada como corrupta; la gris: que son situaciones ambiguas en las que no hay consenso sobre el reproche de dicha conducta, pero donde tampoco hay un rechazo abierto; y la corrupción blanca: que está libre de reproche por la sociedad, debido a su tolerancia hacia este acto, que sigue siendo corrupto. Esto es lo que se debe considerar al analizar la corrupción dentro de la financiación de los partidos72.


B. Financiación ilegal de la política y narcofinanciación


Junto con el hecho de que la corrupción puede ser una clasificación de conductas, en la financiación de la política parece también haber dicho catálogo, inclusive, identificándose en algunas legislaciones electorales, reglas de aplicación de sanciones que dependen de que la falta sea detectada en las cuentas del candidato o del partido73. Con esto, parece que en este campo hay un espacio para una moral personal, algo que no se aconseja que se utilice para analizar la corrupción justamente por el riesgo de aplicar criterios subjetivos que distorsionan el hecho que se examina jurídicamente74.


Según la lógica de la clasificación de conductas, es cierto también que: existe alguna tolerancia social ante la corrupción, cuando esta no se muestra grave o incluso cuando es grave y la sociedad la ha naturalizado como estándar de comportamiento, principalmente de la clase política. Empero, dicha afirmación puede reflejar también una trampa moral que permite, indirectamente, que se tolere la propia violación de reglas jurídicas con una justificación moral basada en criterios subjetivos muy fluidos. En este punto, cabe debatir qué se entiende por financiación ilegal de la política.


Como se afirmó en el apartado anterior, la corrupción implica la violación de una normativa vigente, por lo que, desde ya, partiendo de un análisis basado en el principio de legalidad, se excluye un análisis moral, tanto de la corrupción como de la financiación de la política. De acuerdo con Gustavo Zagrebelski, el principio de legalidad generalmente expresa la idea de que la ley corresponde a un acto normativo supremo e irresistible al que, en principio, no le es oponible ningún derecho más fuerte, sin importar su forma y fundamento; tampoco el poder de excepción del rey y de su administración en nombre de alguna supuesta “razón de Estado”; o la inaplicabilidad por parte de los jueces; o la resistencia de los particulares en nombre de un derecho más ‘alto’, como el natural o el tradicional; o incluso de derechos especiales, como privilegios locales o sociales75. Es decir, se parte de la supremacía de la ley para definir legalidad.


Entonces, la normativa aquí mencionada tiene que contar con los elementos básicos para ser en realidad una ley. Para Kelsen, las reglas jurídicas aún válidas, son normas y, para serlo, deben prever sanciones. Aquí, para el autor, una norma puede ser un comando del Derecho, una voluntad de las partes en una transacción jurídica, la voluntad del legislador, la costumbre o el “deber ser”76. Por otro lado, para la dogmática jurídica y, a partir de una teoría pragmática de validez de normas, el reconocimiento de la validez de una norma está en su integración al ordenamiento jurídico desde el procedimiento de producción normativa, según requisitos constantes en este ordenamiento. Al final de este proceso, la norma será válida77.


En este sentido, parece que está refiriéndose a un Poder Legislativo que es el competente para la producción normativa y, de hecho, es a eso a lo que se refiere. Sin embargo, en lo que respecta a la financiación de la política, no hay sólo normas aprobadas por los parlamentos que se aplican. No se puede dejar de considerar que muchos países establecieron la opción de conceder a sus órganos electorales la potestad regulatoria o reglamentaria, permitiendo de esta manera que existan instrucciones normativas, resoluciones y otros documentos que se aplican paralelamente a las normas aprobadas por los parlamentos de estos países.


Como se puede imaginar, algunos casos de suceso de producción normativa, fuera del ámbito del Poder Legislativo, pueden suscitar algún tipo de cuestionamiento incluso constitucional, algo que no se considerará en este trabajo por entender que estos debates, aunque muy importantes para la legitimidad y validez de estas normas extravagantes, extrapolan el objeto de este estudio.


En lo que se refiere a los países que se están analizando, se tiene que: en Colombia existen las normas aprobadas por proceso legislativo común, además de las resoluciones del Consejo Nacional Electoral que, por fuerza del art. 265 de la Constitución Política de 1991 y de las distintas disposiciones de la Ley 1475 de 2011, tiene potestad para regular, inspeccionar, vigilar y controlar toda la actividad electoral de los partidos y movimientos políticos, de los grupos significativos de ciudadanos, de sus representantes legales, directivos y candidatos.
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